SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°11
RADICACIÓN: 660013104005201600008-01

ACCIONANTE: JAIME ANTONIO VINASCO A.

MODIFICA

DESPIDO INJUSTO/ Debe ser debatido ante juez laboral/ Excepcionalmente se puede acudir a la acción de tutela cuando ese hecho haya obedecido a factores de discriminación 
“En el presente asunto se itera, nada tuvo que ver el estado de salud del señor JAIME ANTONIO para dar por terminada su relación contractual con la empresa de Vigilancia Estatal de Seguridad, pues incluso ese mismo diciembre 31 le comunicó por escrito que se daba por concluido el pacto suscrito (…)”

“Si considera el actor que tal despido fue injusto, por lo cual reclama su reintegro y además la indemnización pertinente, no es por vía de tutela que puede pretender alcanzar tales objetivos, pues la acción constitucional no puede ser utilizada como mecanismo transitorio porque la situación fáctica con fundamento en la que observa el demandante que se quebrantan sus derechos, está relacionada principalmente con una controversia laboral.” 

INCAPACIDADES POR ENFERMEDAD GENERAL/ Responsabilidad del empleador de remitirlas a la entidad competente de su reconocimiento, como trámite adecuado para no afectar el derecho a la seguridad social 
“Es claro para la Sala, que a raíz de las lesione que sufrió el señor JAIME ANTONIO VINASCO se le originó una enfermedad de origen común, por lo que las prestaciones que éstas ameritaban estaban a cargo de la EPS a la cual se encontraba afiliado -S.O.S.- pero aunque la esposa del quejoso allegó las mismas ante el empleador para el trámite respectivo, éstos se limitaron a referir que no podían pagarlas por cuanto el contrato ya había finalizado, con lo que se desconoció el procedimiento que para el efecto se debía adelantar, que no era otro diferente al de enviar dicha documentación ante la EPS para que fuera ésta la que determinara lo pertinente, en tanto es un hecho cierto que al menos para la fecha en que se le dio la incapacidad -diciembre 31 de 2015- existía una vinculación del señor JAIME ANTONIO VINASCO a la empresa, así como una afiliación activa a la EPS que se mantuvo hasta enero 31 de 2016, y que se prolongó con ocasión de lo decidido por el a quo, a raíz del tratamiento que se le debe brindar al afectado.

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-629 de 2008 y T-348 de 2014 

                           REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                     PEREIRA-RISARALDA 
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                                          RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

              Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, tres (03) de marzo de dos mil dieciséis (2016)

                                                            Acta de Aprobación No. 179
                                             Hora: 11:50 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor JAIME ANTONIO VINASCO ARENAS contra el fallo proferido por el Juez Quinto Penal del Circuito de esta capital, con ocasión de la acción de tutela presentada frente a la Empresa Estatal de Seguridad, la Gobernación de Risaralda y la EPS Servicio Occidental de Salud -en adelante S.O.S.-.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor VINASCO ARENAS, se pueden sintetizar así: (i) ingresó a laborar en la empresa de vigilancia Seguridad Estatal Ltda. desde noviembre 21 y firmó un contrato del que no le dieron copia y realizaba sus funciones en una instalación de propiedad de la Gobernación de Risaralda ubicada en el municipio de Santa Rosa de Cabal; (ii) en diciembre 31 de 2015 se la asignó el turno de las 6:00 pm a las 12:00 p.m y al llegar al lugar su compañero le indicó que la dotación la había recogido el supervisor de turno y que había dejado la minuta para que la firmara con horas de entrada y salida porque éste no regresaría, lo cual hizo; (iii) ese día estaba un funcionario de la Gobernación de nombre RUBÉN DARÍO a quien se le brindaba inducción, por lo que se quedó con éste quien a las 8:00 p.m. le dijo que le recibía el sitio de trabajo para que se fuera para donde su familia, lo que aceptó; (iv) cuando se encontraba en su casa, siendo las 10:00 p.m., una persona lo atacó, siendo incapacitado desde ese mismo día hasta enero 29 de 2016, y posteriormente de enero 29 a febrero 12 de 2016; (v) su esposa se presentó en enero 1 de 2016 a la empresa para comunicarles su estado de gravedad y el supervisor le dijo que él ya no laboraba allí. Posteriormente en enero 7, la encargada de recursos humanos contactó a su cónyuge para informarle de una nueva asignación de lugar de ocupación y al indicarle que seguía hospitalizado se le dijo que cuando se aliviara fuera por la liquidación y la ubicación en un nuevo puesto; (vi) en enero 16 su esposa entregó las incapacidades y dos días después la señora LINA le preguntó que por qué había enviado las mismas si el señor ya no trabajaba con ellos y que por tanto no las podía pagar; (vii) tiene citas pendientes con maxilofacial y hematólogo, y la EPS solo le brinda atención hasta enero 30. Le angustia que la compañía lo haya dejado tirado porque nunca le notificaron la terminación del contrato, máxime que cree haberlo firmado a término indefinido y la lesión la padeció en diciembre 31, fecha desde la cual lo incapacitaron; (viii) es responsable de toda su familia quienes pasan por múltiples necesidades, pues desde esa fecha no ha podido laborar ni recibir pago por su incapacidad, a consecuencia de lo cual carece de medios económicos para sufragar su subsistencia y de su familia, y (ix) no le parece justo que lo hayan desvinculado cuando está enfermo pues en la empresa conocen su situación, y al procederse a su retiro de forma injustificada quedó desprotegido del sistema de seguridad social.

Pide por lo anterior que se protejan sus derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, salud, seguridad social, vida en condiciones dignas, mínimo vital e igualdad y por ende se ordene su reintegro al cargo que ocupa u otro similar hasta que culmine su incapacidad o tratamiento médico, la reafiliación inmediata al sistema de seguridad social y la indemnización por despido injusto.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez el despacho admitió la demanda descorrió la misma a las entidades accionadas, quienes dieron respuesta así:

- La empresa de vigilancia Estatal de Seguridad, mediante apoderado, informa lo siguiente: (i) el guarda debía terminar su turno a las 12:00 p.m. de diciembre 31 de 2015, pero no obstante estaba evadido del puesto cuando lo acaecido; (ii) el contrato con la Gobernación de Risaralda, vencía en diciembre 31 de 2015 y antes de que la compañía se diera cuenta de su situación, el pacto ya había sido cancelado; (iv) la comunicación que se hizo con la esposa en enero 7 fue para decirle a su esposo que se presentara a recibir la liquidación pues éste había finalizado en diciembre 31; (v) al encontrarse el trabajador por fuera del sitio asignado por evasión, no pudo reportarse como accidente laboral pues éste no fue con ocasión de su actividad y solo fue conocido días después de finalizado el acuerdo; (vi) la empresa le había comunicado que el contrato finalizaba ese día y la incapacidad de éste se produjo por fuera de su función, lo que la exime de responsabilidad, además que su desvinculación se dio por la finalización de la obra para la cual había sido contratado y por tanto su retiro no se dio de manera injustificada, y (vii) el accionante cuenta con otro mecanismo como es la intervención del juez del trabajo para que dirima la controversia planteada y determine si la rotura del vínculo laboral se ajustó o no a derecho y por tanto el juez constitucional no está facultado para ello. Pide finalmente se despachen desfavorablemente las pretensiones del actor.

- La Gobernación de Risaralda, por medio de apoderada, expresa que: (i) no le constan los hechos referidos por el accionante al tratarse de una situación originada en la relación suscrita entre la empresa de Vigilancia Estatal de Seguridad y el actor; (ii) el contrato del ente territorial con dicha compañía se realizó en abril 10 de 2015 y con vigencia hasta diciembre 31 de ese mismo año; (iii) se evidencia que lo acaecido no obedece a un accidente laboral pues el mismo accionante acepta que se ausentó de su sitio sin el consentimiento de su jefe inmediato; (iv) la compañía de vigilancia cumplió con sus obligaciones de mantener al personal afiliado a la seguridad social, lo que afirma por cuanto el trabajar fue atendido por su EPS y como quiera que la obra contratada culminó en diciembre 31 de 2015 no hay fundamento para que la empresa continúe con dicha afiliación, por lo que dicha protección se extiende por un mes más para garantizar el derecho del afiliado, y (v) la Gobernación no tiene injerencia alguna en las peticiones invocadas ni en las presuntas vulneraciones por no existir legitimación en la causa por pasiva. Solicita se declare improcedente la acción o de manera subsidiaria se desvincule a la Gobernación del referido trámite.

- El apoderado de la EPS Servicio Occidental de Salud -S.O.S.- indica que el accionante se encuentra retirado del Sistema General de Seguridad Social en Salud, cuya vigencia es enero 31 de 2016 y refiere de forma extensa a lo relativo al accidente laboral, el cual de conformidad con la Ley 776/02 está a cargo de la ARL, y pide se niega por improcedentes las peticiones del actor.
3.2- Agotado el procedimiento a seguir y en el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en la que negó la acción en relación con la vulneración de los derechos a la estabilidad laboral reforzada y mínimo vital del accionante, pero lo concedió en torno a la salud del mismo, para lo cual le ordenó a la EPS S.O.S. le garantice la culminación de los servicios que demande el actor con ocasión de las lesiones sufridas. Para llegar a tal pronunciamiento consideró el a quo que la terminación del vínculo laboral no obedeció a un trato discriminatorio, sino a una causa legal por haberse acabado la labor contratada, pues al dossier se allegó copia del acuerdo suscrito entre la empresa de vigilancia y el trabajador, así como aquél realizado entre la compañía y la Gobernación donde se advierte que éste no podía exceder de diciembre 31 de 2015, por lo que no existe nexo causal entre la enfermedad y el vencimiento del contrato ya que su desvinculación se dio por el fenecimiento del objeto contractual principal.

En cuanto al servicio de salud reclamado y al verificarse que el actor revela un tratamiento en curso y para garantizar la continuidad del mismo, decretó el amparo pero no obstante exhortó al accionante para que de manera inmediata tramitara su vinculación a la EPS de su predilección o al régimen subsidiado.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, el señor JAIME ANTONIO VINASCO interpuso recurso de alzada en el que además de reiterar lo plasmado en su petición inicial agregó lo siguiente: (i) contrario a lo esgrimido por el a quo, no estaba evadido del lugar pues fue claro al indicar en qué momento y por qué se fue al dejar el sitio con el funcionario que envió la Gobernación; (ii) tanto el ente territorial como la empresa de vigilancia, son responsables de brindarle atención, ya que fue el empleado de la Gobernación el que le dijo que se fuera, y la misma entidad que lo empleó lo dejó sin dotación, aunado a que dicho cargo nunca se terminó porque en el punto todavía se presta el servicio de vigilancia, pero para liberarse de responsabilidades le hizo firmar un contrato de obra o labor determinada para un puesto que está vigente; (iii) si bien adujo en la tutela no recordar el término del pacto porque no se lo dieron, el mismo día pasó por allí y al entregárselo lo aportó al trámite, porque al signarlo se le dijo que estaría mucho tiempo con ellos y le expidieron un carné con vigencia hasta diciembre 31 de 2016; (iv) no entiende porqué lo desvincularon de salud desde diciembre 30 de 2015, cuando según ellos su relación de trabajo iba hasta diciembre 31; y (v) eleva iguales solicitudes a las insertas en el escrito de tutela.

5.- POSICIÓN DE LA SALA
Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde a la Colegiatura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por el juez de primera instancia, y de acuerdo con la impugnación presentada establecer si fue errada la decisión del a quo en cuanto negó el amparo de los derechos invocados por el señor JAIME ANTONIO VINASCO ARENAS. 

5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la acción de tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

En el caso sometido a estudio pidió el señor JAIME ANTONIO la protección de los derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, salud, seguridad social, vida en condiciones dignas, mínimo vital e igualdad, para que la empresa de vigilancia Estatal de Seguridad lo reintegre al cargo que ocupaba u otro similar hasta que culmine su incapacidad o tratamiento médico, así como su afiliación al sistema de seguridad social y la indemnización por despido injusto. El a quo, amparó el derecho fundamental a la salud, con lo cual está acorde esta Colegiatura amén de la necesidad que tiene el accionante de continuar con el tratamiento médico que le fuera prescrito.
Frente a La petición de reintegro y pago de indemnización invocados, para esta Corporación, y como así lo concluyó el juez de primer nivel, la tutela no resulta procedente no solo por no presentarse las circunstancias que en sentir del actor motivaron su despido de la empresa, sino por cuanto es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado, ya que la acción de tutela no está llamada a prosperar cuando se cuenta con otros medios de defensa, a menos que se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable, situación que no se acreditó en este caso.

De conformidad con la información arrimada al dossier se avizora que efectivamente el señor JAIME ANTONIO VINASCO ARENAS había suscrito un contrato de trabajo “por la duración de una obra o labor determinada” y sus funciones eran la de prestar vigilancia a unas instalaciones de propiedad de la Gobernación de Risaralda en el municipio de Santa Rosa de Cabal, siendo su empleador la compañía de Vigilancia Estatal de Seguridad, con la cual firmó el referido pacto. También se arrimó al dossier copia del acuerdo que efectuaron en abril 10 de 2015 las Secretarías de Gobierno y de Deportes del Departamento de Risaralda con el representante de la empresa Estatal de Seguridad, y cuyo objeto era la: “prestación del servicio de vigilancia fija armada y sin arma, en entidad oficial, con medio humano y técnico”. Por demás, de conformidad con lo indicado en la cláusula tercera del mismo se desprende que el plazo se contaría a partir del acta de inicio
, pero “sin que éste exceda el 31 de Diciembre de 2015” 
.
De tal situación se puede colegir, con meridiana claridad, que en efecto existía un pacto entre el ente territorial y la empresa de vigilancia para cumplir funciones de seguridad en diferentes sitios, a uno de los cuales había sido asignado el señor JAIME ANTONIO VINASCO desde noviembre 21 de 2015 -fecha en la que fue contratado-, pero con finalización el último día del año 2015, aspecto que aunque aduce desconocer el quejoso fue controvertido por la empresa al expresar que de ello tenía pleno conocimiento el empleado, lo que sustenta con el documento denominado “carta de terminación del contrato de trabajo por parte del empleador” fechada diciembre 31, donde se le informa al actor que el pacto vence ese día, que no le será renovado y se observa una firma –al parecer la del señor VINASCO ARENAS- en señal de recibido
, a consecuencia de lo cual se procedió por la compañía a efectuar la liquidación y pago de sus acreencias laborales.
Ahora bien, aunque el quejoso aduce que el despido fue injusto en tanto se encontraba incapacitado a raíz de las lesiones que se le ocasionaron en la noche de diciembre 31 de 2015, de la información aportada al expediente no existe duda alguna para esta Corporación, como tampoco lo fue para el a quo, que el rompimiento de la relación laboral que tenía el señor JAIME ANTONIO VINASCO con la empresa de Vigilancia Estatal de Seguridad, lo fue por haberse terminado el vínculo contractual que la misma sostenía con la Gobernación de Risaralda, sin que en momento alguno la condición médica del actor hubiera tenido injerencia alguna en tal situación.
Y si bien, fue la misma empresa accionada la que adujo que al parecer el empleado se había evadido de su sitio de trabajo en la noche de diciembre 31 de 2015, tal  argumento no fue utilizado por el a quo para sustentar su postura frente a la no vulneración a los derechos reclamados por el actor, sino que de acuerdo con la documentación arrimada, se desprendía que el agotamiento del vínculo laboral obedeció a una causal legal, como fue el fenecimiento del contrato que la compañía había suscrito con el ente territorial.

Es factible que en la actualidad en el lugar donde laboraba el señor JAIME ANTONIO la empresa Estatal de Seguridad continúe con el servicio de seguridad, y ello puede obedecer a que se renovó el contrato de prestación de servicios respectivo con la Gobernación de Risaralda -de lo cual no obra constancia alguna-, pero aun así, en gracia de discusión, ello no implica vulneración a derecho alguno del accionante, en tanto como se ha indicado con suficiencia, el mismo suscribió un acuerdo de obra a término definido y éste -para él- culminó en diciembre 31 de 2015, como ya se ha dicho.

Si considera el actor que tal despido fue injusto, por lo cual reclama su reintegro y además la indemnización pertinente, no es por vía de tutela que puede pretender alcanzar tales objetivos, pues la acción constitucional no puede ser utilizada como mecanismo transitorio porque la situación fáctica con fundamento en la que observa el demandante que se quebrantan sus derechos, está relacionada principalmente con una controversia laboral. 

Frente a dicho tópico, así se ha expresado el Tribunal Constitucional:

“Respecto de la procedencia de la acción de tutela para efectos de ordenar el reintegro, es importante resaltar que, en principio, los jueces no pueden admitir el trámite de la acción constitucional para resolver este tipo de pretensiones, toda vez que es competencia de la jurisdicción laboral, estudiar a fondo las circunstancias que rodean una desvinculación, para posteriormente determinar si se ajusta a los requisitos determinados en el Código sustantivo del Trabajo o si, por el contrario, es procedente el reintegro.

Sin embargo, en aras de garantizar los derechos de las personas que, por su situación personal, gozan de una especial protección constitucional, la línea jurisprudencial de esta Corporación, ha admitido que, cuando se evidencia que el despido tuvo lugar con ocasión de su estado personal como es el caso de las personas con disminución en su estado de salud, como factores de clara discriminación y sin atender los requisitos para la legalidad del mismo, entonces debe decirse que la acción de tutela se torna idónea para resolver el asunto.
” 

En el presente asunto se itera, nada tuvo que ver el estado de salud del señor JAIME ANTONIO para dar por terminada su relación contractual con la empresa de Vigilancia Estatal de Seguridad, pues incluso ese mismo diciembre 31 le comunicó por escrito que se daba por concluido el pacto suscrito, sin que el hecho de que la compañía le hubiera entregado en su momento un carné con vigencia por un año sea indicativo que su permanencia lo fuera hasta esa oportunidad, pues éste fue contratado para prestar sus servicios en vigencia del contrato que acabó en la fecha aludida.

Siendo así las cosas, es evidente que el conflicto sometido a consideración del juez constitucional escapa a su competencia, en cuanto en el mismo no están involucrados únicamente los intereses del accionante, sino también los de la entidad accionada; en consecuencia, para saber a ciencia cierta y de manera contundente si en verdad le asiste razón a una parte o a la otra en sus aseveraciones, se requiere un estudio minucioso del caso singular, aunado a un amplio debate probatorio en el que se involucren en debida forma los interesados para que puedan ejercer el derecho de contradicción, todo lo cual no puede hacerse en el trámite de una acción constitucional como ésta porque es obvio que su restringido término lo impide, de forma tal que para el presente evento, el medio idóneo no resulta ser la tutela sino un proceso ordinario ante la jurisdicción laboral.

Surge igualmente diáfano que el señor JAIME ANTONIO VINASCO pese a encontrarse en su sitio de trabajo en diciembre 31 de 2015, se ausentó de éste con ocasión de lo manifestado por quien al parecer había sido enviado por la Gobernación de Risaralda para ejercer tal actividad a partir de las 12:00 p.m., pese a que éste no ejercía ninguna clase de superioridad con el mismo, pero aun así decidió regresarse para su vivienda donde a la postre fue lesionado, con lo cual se desprende que la actividad que desempeñaba nada tuvo que ver con el ataque del que fue víctima, por lo que la atención médica  debía ser brindada por la EPS a la que se hallaba afiliado, esto es, la S.O.S., entidad que le ha dado la atención requerida, y además se le ordenó por parte del a quo que continuara con tal prestación en aras de garantizarle al enfermo la continuidad en el tratamiento, pese a estar desafiliado.

Finalmente y en relación con el no pago de los beneficios económicos debe indicarse que de conformidad con lo reglado en el Decreto 2943 de diciembre 17 de 2013, las prestaciones correspondientes a los dos (2) primeros días de incapacidad originada por enfermedad general, tanto en el sector público como en el privado estarán a cargo de los respectivos empleadores y a partir del tercer día le atañe a la respectiva EPS.
Así mismo el artículo 121 del Decreto 019 de 2012 establece que “el trámite para el reconocimiento de incapacidades por enfermedad general y licencias de maternidad o paternidad a cargo del Sistema General de Seguridad Social en Salud, deberá ser adelantado, de manera directa, por el empleador ante las entidades promotoras de salud, EPS. En consecuencia, en ningún caso puede ser trasladado al afiliado el trámite para la obtención de dicho reconocimiento. Para efectos laborales, será obligación de los afiliados informar al empleador sobre la expedición de una incapacidad o licencia.” 
En el presente asunto y de conformidad con las pruebas arrimadas, se observa que la EPS S.O.S. le otorgó al señor JAIME ANTONIO VINASCO ARENAS incapacidad por el término de 30 días, la cual le fue expedida en enero 15 de 2016 y de su contenido se extrae que ésta inició a partir de diciembre 31 de 2015 con vencimiento en enero 29 de 2016, y posteriormente se le expidió otra por 15 días, con fecha de inicio enero 29 y de terminación en febrero 12 de 2016
, y según el accionante la primera de ellas fue llevada directamente a la empresa de vigilancia Estatal de Seguridad por parte de su esposa en enero 16 y recibida por un supervisor, situación que ratifica la demandada al punto décimo tercero de la respuesta a la tutela, al señalarse que la señora LENA MARÍA HINCAPIÉ -jefe de recursos humanos- lo requirió telefónicamente para que informara por qué había radicado dichas incapacidades cuando sabía que su labor ya había finalizado.

Es claro para la Sala, que a raíz de las lesione que sufrió el señor JAIME ANTONIO VINASCO se le originó una enfermedad de origen común, por lo que las prestaciones que éstas ameritaban estaban a cargo de la EPS a la cual se encontraba afiliado -S.O.S.- pero aunque la esposa del quejoso allegó las mismas ante el empleador para el trámite respectivo, éstos se limitaron a referir que no podían pagarlas por cuanto el contrato ya había finalizado, con lo que se desconoció el procedimiento que para el efecto se debía adelantar, que no era otro diferente al de enviar dicha documentación ante la EPS para que fuera ésta la que determinara lo pertinente, en tanto es un hecho cierto que al menos para la fecha en que se le dio la incapacidad -diciembre 31 de 2015- existía una vinculación del señor JAIME ANTONIO VINASCO a la empresa, así como una afiliación activa a la EPS que se mantuvo hasta enero 31 de 2016, y que se prolongó con ocasión de lo decidido por el a quo, a raíz del tratamiento que se le debe brindar al afectado.
Para este Tribunal es evidente que por parte de la compañía de Vigilancia se omitió el procedimiento que debían surtir para que la EPS Servicio Occidental de Salud analizara la prestación de carácter temporal que reclamó el señor JAIME ANTONIO VINASCO ARENAS, en tanto era de competencia de dicha EPS el establecer si procedía o no, pero ante la omisión de la entidad en hacerlo al considerar que ya no había vínculo laboral, se le vulneró al quejoso su derecho a la seguridad social y por tal razón habrá de adicionarse el fallo para ordenar al Gerente de la empresa de Vigilancia Estatal de Seguridad, que de no haberlo hecho, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente providencia, proceda a enviar ante la EPS Servicio Occidental de Salud las incapacidades que le fueron otorgadas al señor JAIME ANTONIO VINASCO ARENAS a partir de diciembre 31 de 2015, para que la EPS dentro de los diez (10) días siguientes le informe al actor si procede el reconocimiento del beneficio reclamado y en caso afirmativo se proceda a su respectivo pago.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE ADICIONA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), en el sentido de tutelar el derecho a la seguridad social de que es titular el señor JAIME ANTONIO VINASCO ARENAS; y, en consecuencia, SE ORDENA al Gerente de la empresa de Vigilancia Estatal de Seguridad que, de no haberlo hecho, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente providencia, proceda a enviar ante la EPS Servicio Occidental de Salud -S.O.S.- las incapacidades que le fueron otorgadas al señor JAIME ANTONIO VINASCO ARENAS a partir de diciembre 31 de 2015, para que dicha entidad prestadora de salud dentro de los diez (10) días siguientes le informe al actor si procede el reconocimiento prestacional reclamado, y en caso afirmativo proceda a su respectivo pago.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala Ad-hoc,

NATALIA PALACIO CASTAÑO
�  Suscrita en abril 21 de 2015. Ver folio 40 Cdno. principal.


�  Ver folio 68 Cdno. principal.


� Ver folio 46 Cdno. principal.


� Corte Constitucional, Sentencia T-190 de 2012


� Corte Constitucional, Sentencia T-348 de 2014





� ver folios 24 y 25 Cdno. principal.
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